
 
 

   

 

Tunja, diecisiete (17) de marzo de dos mil veintiséis (2026) 
 
ACCIONANTE: MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA   

ACCIONADO: UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA (UPTC), LA 
UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS SECCIONAL TUNJA (USTA TUNJA) Y SU 
CENTRO DE INVESTIGACIÓN EN CIENCIA Y TECNOLOGÍA PARA EL 
DESARROLLO SOSTENIBLE (CITECDES), LA CORPORACIÓN COLOMBIANA 
DE INVESTIGACIÓN AGROPECUARIA – AGROSAVIA, EL CENTRO REGIONAL 
DE GESTIÓN PARA LA PRODUCTIVIDAD Y LA INNOVACIÓN DE BOYACÁ - 
CREPIB Y LA GOBERNACIÓN DE BOYACÁ, hoy ALIANZA UPTC 

RADICADO: 15001333301320260004200 

ACCION: TUTELA 

 
Previo el agotamiento de las etapas procesales precedente y no existiendo vicios o causal de nulidad 
que invalide lo actuado, procede este Despacho a proferir sentencia conforme a los lineamientos del 
Decreto 2591 de 1991. 

I. DE LA ACCIÓN 

 

El señor MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA, interpone la presente acción en procura de 

obtener la tutela, a sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la información, 

en contra de la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA (UPTC), LA 

UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS SECCIONAL TUNJA (USTA TUNJA) Y SU CENTRO DE 

INVESTIGACIÓN EN CIENCIA Y TECNOLOGÍA PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE (CITECDES), LA 

CORPORACIÓN COLOMBIANA DE INVESTIGACIÓN AGROPECUARIA – AGROSAVIA, EL CENTRO 

REGIONAL DE GESTIÓN PARA LA PRODUCTIVIDAD Y LA INNOVACIÓN DE BOYACÁ - CREPIB Y 

LA GOBERNACIÓN DE BOYACÁ, hoy ALIANZA UPTC, MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E 

INNOVACIÓN – MINCIENCIAS, 
 

1. PETITUM 

 

Solicita se amparen los derechos fundamentales al debido proceso, derecho de petición y acceso a la 

información. Por tanto, se ordene a la entidad accionada emitir una respuesta de fondo, clara, precisa 

y congruente a todas las solicitudes presentadas por el accionante, en especial las comunicaciones de 

fechas 20 y 25 de febrero. También se ordene a la entidad accionada suministrar copia íntegra de los 

documentos relacionados con la evaluación de la propuesta del accionante, incluyendo, entre otros, 

las rúbricas de evaluación, actas, informes técnicos y justificaciones del puntaje asignado en cada 

criterio.  Además, explicar de manera detallada y técnicamente sustentada la calificación otorgada en 

el criterio C2 (pertinencia), así como la razón de la discrepancia con el criterio C3 (calidad y 

coherencia). Se ordene la re-evaluación integral de la propuesta presentada por el accionante, 

garantizando que dicha evaluación sea realizada por evaluadores independientes, idóneos y ajenos al 

entorno institucional que intervino en la evaluación inicial, con el fin de evitar posibles conflictos de 

interés. 

 

De manera subsidiaria, que se ordene a la entidad accionada revisar el proceso de selección en lo 

relacionado con la conformación del banco de elegibles y la asignación final de beneficiarios, 

garantizando la aplicación objetiva y transparente de los criterios establecidos en los términos de 

referencia. 

 

Finalmente, que exhorte a la entidad accionada para que, en futuras convocatorias, incorpore de 

manera expresa y ponderada la experiencia investigativa como criterio de evaluación, que se requiera 

al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Minciencias), en su calidad de entidad rectora del 

Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, supervisora del programa y financiadora a 

través del Sistema General de Regalías, para que informe y justifique las razones por las cuales se 

aprobó que dicho criterio no fue incluido en la convocatoria objeto de la presente acción. 

 

2. HECHOS 

 

Indica los siguientes: 

 

- La Alianza UPTC abrió la convocatoria denominada CONVOCATORIA “FORMACIÓN DE 

CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LA REGIÓN CENTRO ORIENTE, UNA ALIANZA 

ESTRATÉGICA EN EL DEPARTAMENTO DE BOYACÁ” EN EL MARCO DE LA 

CONVOCATORIA PARA LA ASIGNACIÓN DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL 

SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS DEL BIENIO 2023-2024 PARA LA FORMACIÓN DE 

CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LAS REGIONES, cuyo contenido, requisitos, 
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criterios de evaluación y procedimiento se encuentran establecidos en el documento TDR 

ALIANZA UPTC el cual se adjunta como prueba, los documentos relacionados a esta 

convocatoria son de acceso público en el link 

https://www.uptc.edu.co/sitio/portal/sitios/conv_ext/becasdoc_minc35/index.html . 

- El actor participó en dicha convocatoria presentando propuesta de investigación en el marco 

de un programa de doctorado (DOCTORADO EN QUÍMICA) vinculado a la referida alianza, 

cumpliendo con los requisitos exigidos. 

- Conforme al documento de resultados identificado como RESULTADOS DEFINITIVOS, la 

propuesta fue evaluada bajo los criterios establecidos como C1 (enfoque diferencial), C2 

(pertinencia) y C3 (calidad y coherencia), obteniendo, entre otros, los siguientes puntajes: en 

el criterio C2, 19.5 sobre 40, y en el criterio C3, 25 sobre 30. 

- El criterio C3, correspondiente a calidad y coherencia de la propuesta, fue evaluado por el 

programa de doctorado, instancia académica competente para valorar la alineación temática, 

la solidez metodológica y la coherencia investigativa del proyecto, otorgando una calificación 

alta que evidencia la idoneidad de la propuesta 

- No obstante, el criterio C2, relativo a la pertinencia, fue calificado por la Alianza con un 

puntaje significativamente inferior, sin que exista en los documentos oficiales explicación 

alguna que justifique la contradicción entre una alta valoración de coherencia y una baja 

valoración de pertinencia, siendo ambos aspectos intrínsecamente relacionados. 

- Con el fin de esclarecer dicha inconsistencia, en fecha 20 feb 2026, a las 10:21, el actor remitió 

comunicación al correo institucional becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co, ejerciendo su 

derecho de petición solicitando, entre otros aspectos, explicación detallada del puntaje 

asignado en el criterio C2, los criterios técnicos utilizados en la evaluación y los soportes de 

la misma, entre otras consultas descritas en el adjunto (Correo de UPTC - Aclaraciones 

Inscripción Convocatoria 35 Boyacá). 

- El 25 feb 2026, a las 10:40, recibió respuesta por parte de la entidad accionada, documento 

que se adjunta como en la línea de correo de la solicitud. No obstante, dicha respuesta no 

resolvió de fondo las inquietudes planteadas, pues no explicó la contradicción entre los 

criterios C2 y C3, ni suministró la justificación técnica específica del puntaje asignado. 

- Ese mismo día 25 feb 2026, a las 12:02, remitió una nueva comunicación reiterando la 

necesidad de una respuesta de fondo, clara y sustentada técnicamente, la cual se adjunta en 

la misma línea de correo de la Aclaraciones Inscripción Convocatoria 35 Boyacá. 

- A la fecha de presentación de esta acción de tutela, no se ha contestado dicha replica, por lo 

que considera una omisión en el deber de respuesta y, por tanto, una vulneración directa del 

derecho fundamental de petición. 

- Adicionalmente, pese a las solicitudes elevadas, no se le ha proporcionado acceso a 

documentos esenciales del proceso de evaluación, tales como actas, rúbricas o soportes 

técnicos que permitan comprender la forma en que fue calificada su propuesta. 

 

3. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Considera la parte actora que de la convocatoria y de los resultados publicados se identifican múltiples 

deficiencias que afectan la transparencia, objetividad y motivación del proceso de selección. 

En primer lugar, la evaluación técnica de las propuestas carece de una motivación suficiente, 

especialmente ante inconsistencias entre los distintos criterios de evaluación aplicados por diferentes 

instancias, resultando particularmente problemático que se asignen calificaciones altas en calidad y 

coherencia (C3) y bajas en pertinencia (C2) sin una explicación técnica que justifique dicha 

contradicción, lo que evidencia falta de criterios homogéneos y posibles decisiones arbitrarias. 

En segundo lugar, aunque la convocatoria prevé la conformación de un banco de elegibles, no se 

observan criterios claros, verificables y previamente definidos que expliquen la selección final de los 

beneficiarios. En la práctica, la asignación de financiamiento no respeta de manera estricta el orden 

de mérito ni se sustenta en reglas objetivas conocidas de antemano. Si bien se establece como 

condición general la inclusión del 51% de beneficiarios con enfoque diferencial y al menos uno por 

categoría, los resultados muestran que todos los seleccionados cumplen ampliamente este requisito, 

sin que exista una justificación técnica para la distribución diferenciada de los recursos entre 

programas doctorales, lo que configura una actuación carente de motivación suficiente y contraria a 

los principios de transparencia y selección objetiva. 

En tercer lugar, el criterio C1 (enfoque diferencial) presenta serias falencias desde la perspectiva 

del debido proceso. Aunque estaba previsto en los términos de referencia, la metodología específica 

de asignación de puntajes no fue definida previamente y solo se conoció con la publicación de los 

https://www.uptc.edu.co/sitio/portal/sitios/conv_ext/becasdoc_minc35/index.html
mailto:becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co
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resultados por lo que la regla que duplica el puntaje al pasar de dos a tres enfoques carece de 

justificación técnica y genera efectos desproporcionados en la calificación final, introduciendo reglas 

de evaluación ex post que afectan la previsibilidad y la equidad del proceso. 

Finalmente, se destaca la omisión de la experiencia investigativa como criterio de evaluación, 

aspecto esencial en procesos de formación doctoral. Esta exclusión impide una valoración integral de 

la idoneidad de los aspirantes y puede afectar negativamente la calidad académica, la permanencia, la 

graduación oportuna y la producción científica. Por ello, se solicita exhortar a la entidad accionada 

para que incorpore este criterio en futuras convocatorias y requerir a Minciencias para que explique 

las razones de su exclusión, pese a su reconocimiento en otras convocatorias y alianzas académicas 

supervisadas por la misma entidad. 

En cuanto a los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, el Derecho de petición: por la 

falta de respuesta de fondo, clara y congruente a las solicitudes presentadas; Debido proceso 

administrativo: por evaluaciones inconsistentes, sin motivación suficiente ni posibilidad real de 

contradicción y Derecho de acceso a la información: por la negativa u omisión en suministrar los 

documentos y soportes que fundamentan la decisión. 

 

Fundamenta su petición señalando que la jurisprudencia constitucional exige que las decisiones 

administrativas estén debidamente motivadas, respeten el debido proceso y se adopten conforme a 

los principios de transparencia, igualdad y selección objetiva y en el presente caso, la ausencia de 

motivación técnica y de respuestas de fondo configura una vulneración directa de los derechos 

fundamentales invocados. 

Posteriormente el actor se pronuncia sobre la respuesta recibida, señalando que aunque la entidad 

accionada respondió formalmente a los requerimientos realizados dentro del trámite de la acción de 

tutela, dicha respuesta no satisface los estándares constitucionales de motivación suficiente, claridad 

y verificabilidad exigibles en decisiones administrativas de selección pública, en particular, porque la 

información suministrada no permite comprender de manera técnica y objetiva las razones que 

sustentan la calificación asignada a la propuesta presentada en la convocatoria y se limitan a 

apreciaciones generales sobre presuntas deficiencias de claridad en la relación entre la propuesta y el 

reto estratégico, así como en la coherencia entre problema, objetivos y metodología, sin explicar de 

manera detallada cómo tales apreciaciones se traducen en la puntuación específica otorgada en cada 

subcriterio conforme a los términos de referencia. Esta falta de precisión impide verificar la correcta 

aplicación de los criterios de evaluación. 

Estima que la situación resulta especialmente relevante si se considera que la propuesta fue avalada 

por el programa doctoral respectivo, cuyo comité académico —integrado por expertos en el área— 

participó además en la definición de las líneas temáticas del doctorado y del propio reto estratégico. 

En consecuencia, se evidencia una inconsistencia no explicada entre la valoración académica favorable 

del programa doctoral y la baja calificación otorgada en el criterio de pertinencia dentro de la 

convocatoria, sin que la entidad haya brindado una justificación técnica suficiente de dicha diferencia. 

Agrega que desde la perspectiva del debido proceso administrativo, la respuesta de la entidad no 

permite constatar si los criterios establecidos en los términos de referencia fueron aplicados de 

manera adecuada, homogénea y transparente, por lo que solicita al despacho valorar la posibilidad de 

ordenar una revisión técnica de la evaluación o, en su defecto, disponer una verificación por parte de 

un par académico independiente, con el fin de garantizar una decisión debidamente motivada y 

ajustada a los criterios definidos. 

Adicionalmente, solicita que en el análisis integral del caso se examinen las consideraciones 

estructurales del proceso de selección expuestas en el escrito inicial de tutela, lo cual haría necesaria 

la vinculación de Minciencias. En particular, advierte que, aunque la convocatoria prevé la 

conformación de un banco de elegibles basado en puntajes previamente definidos, no se evidencian 

criterios claros y verificables que expliquen la selección final de los beneficiarios a partir de dicho 

banco, lo que afecta la transparencia del proceso. 

Asimismo, señala que la asignación final de beneficiarios parece haberse realizado mediante una 

distribución diferenciada entre programas doctorales, sin que existan criterios técnicos previos que la 

justifiquen en los términos de referencia, situación que resulta especialmente problemática si se tiene 

en cuenta que la convocatoria solo exige como condición general que el 51% de los beneficiarios 

pertenezca a población con enfoque diferencial y que se garantice al menos un beneficiario por 

categoría, condición que fue ampliamente superada por la totalidad de los seleccionados. 
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También reitera que el criterio C1 (enfoque diferencial), aunque cuenta con una puntuación máxima 

definida, carecía de una metodología previa y clara de asignación de puntajes, la cual solo se hizo 

explícita tras la publicación de los resultados y la introducción ex post de reglas operativas de 

evaluación vulnera los principios de transparencia, previsibilidad y debido proceso. 

Finalmente, destaca que en procesos de formación doctoral la experiencia y trayectoria investigativa 

de los aspirantes constituye un elemento esencial para garantizar la calidad académica, la adecuada 

ejecución de los proyectos y la producción científica esperada, entonces la omisión de este criterio 

impide una valoración integral de la idoneidad de los candidatos y puede afectar negativamente 

indicadores clave como permanencia, graduación y generación de conocimiento.  

Solicita que el despacho valore estas consideraciones y, de estimarlo pertinente, requiera a las 

entidades accionadas y a Minciencias para que expliquen los criterios adoptados en el diseño del 

proceso, especialmente frente al banco de elegibles, la asignación final de beneficiarios y la ausencia 

de la experiencia investigativa como criterio evaluativo. 

II. T R Á M I T E: 

 

Se avocó conocimiento de la acción de tutela en fecha 5 de marzo de 2026. Admitiéndose la acción, 

vinculándose a esta actuación al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, por su competencia en 

inspección y vigilancia del sistema de educación superior, y la PRESIDENCIA DE LA REPÚLICA, como 

superior jerárquico del Ministerio de Ciencia. Se efectuaron requerimientos a las accionadas. En fecha 

12 de marzo de 2026, se ordenó VINCULAR a esta actuación a los participantes la convocatoria 

denominada “Formación de capital humano de alto nivel para la región centro oriente, una alianza 

estratégica en el departamento de Boyacá”, en el marco de la asignación de Ciencia, Tecnología e 

Innovación del Sistema General de Regalías para el bienio 2023-2024, para el Doctorado en Ciencias 

Químicas -UPTC Tunja. 

 

III. CONTESTACIÓN DE LA ACCION 

 

• UNIVERSIDAD SANTO TOMAS: (indice 15 samai). 

 

Por intermedio del Señor Rector informa que teniendo en cuenta que la Convocatoria Formación de 

Capital Humano de Alto Nivel para la Región Centro Oriente, correspondiente al Sistema General de 

Regalías para el bienio 2023–2024, constituye una estrategia desarrollada en el departamento de 

Boyacá mediante una alianza entre diversos actores, dentro de los cuales participa la Universidad 

Santo Tomás, Seccional Tunja, y considerando que la Universidad Pedagógica y Tecnológica de 

Colombia (UPTC) actuó como aliado principal y lideró el proceso de inscripción y evaluación de los 

candidatos, por razones de economía procesal y para mayor claridad en la exposición de los hechos, 

la institución se adhiere a la contestación de la acción de tutela presentada por dicha universidad. 

 

• DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA (indice 16, 18 

y 20 samai): 

 

A través de la delegada, considera que deben denegarse las pretensiones respecto de la Presidencia de 

la República, pues al revisar los anexos aportados y lo señalado en el escrito de tutela, se evidencia 

que el derecho de petición cuya respuesta se reclama no fue radicado ante la entidad, por lo cual no 

puede predicarse vulneración alguna del derecho fundamental de petición. 

 

Según lo expuesto en la solicitud el 20 de febrero de 2026 ante la Alianza UPTC, a través del correo 

institucional becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co, se solicitaron aclaraciones sobre la evaluación y 

el puntaje asignado a su propuesta dentro de la convocatoria “Formación de capital humano de alto 

nivel para la región centro oriente”. En consecuencia, no se advierte conducta omisiva ni vulneración 

del derecho fundamental de petición atribuible a la Presidencia de la República.  

 

Considera que se configura la Inexistencia de vulneración de derechos fundamentales por parte de 

la Presidencia de la República, y conforme al artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, cuando no exista 

actuación del agente accionado al que se pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de 

derechos fundamentales, las pretensiones deben ser negadas respecto a dicha entidad. 

 

Sostiene que las pretensiones de la presente acción de tutela no pueden prosperar frente a la 

Presidencia de la República, por cuanto del análisis del escrito presentado por el accionante no se 

advierte que haya formulado solicitud o derecho de petición alguno ante dicha entidad. Por el 

contrario, de los hechos narrados se desprende que el accionante dirigió su comunicación el 20 de 

mailto:becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co
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febrero de 2026 a la Alianza UPTC, mediante el correo institucional 

becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co, con el fin de solicitar aclaraciones respecto de la evaluación 

y del puntaje asignado a su propuesta dentro de la convocatoria “Formación de capital humano de alto 

nivel para la región centro oriente”, como se evidencia a continuación: 

 

 
 

Así que no se desprende solicitud concreta, orden o actuación alguna dirigida contra la Presidencia de 

la República, razón por la cual no existe acción u omisión atribuible a esta entidad que permita 

predicar vulneración de derecho fundamental alguno. 

 

En consecuencia, no se configura actuación u omisión atribuible a la Presidencia de la República que 

permita inferir una vulneración del derecho fundamental de petición y solicita se denieguen 

pretensiones. 

 

• LA CORPORACIÓN COLOMBIANA DE INVESTIGACIÓN AGROPECUARIA – AGROSAVIA 

(indice 17 samai): 

 

Por intermedio de la Jefe de la oficina asesora jurídica, señala que en el marco del proyecto “Formación 

de Capital Humano de Alto Nivel para la Región Centro Oriente, una alianza estratégica en el 

Departamento de Boyacá”, la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia – UPTC fue designada 

como entidad ejecutora mediante el Acuerdo No. 59 del 23 de julio de 2025, expedido por el Órgano 

Colegiado de Administración y Decisión de Ciencia, Tecnología e Innovación – OCAD CTeI del Sistema 

General de Regalías. 

 

Sostiene que el citado proyecto se ejecuta a través de una Alianza Estratégica integrada por la 

Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia – UPTC, la Corporación Colombiana de 

Investigación Agropecuaria – AGROSAVIA, el Centro Regional de Gestión para la Productividad y la 

Innovación de Boyacá – CREPIB, la Universidad Santo Tomás Seccional Tunja, a través del Centro de 

Investigación en Ciencia y Tecnología para el Desarrollo Sostenible – CITECDES, y la Gobernación de 

Boyacá. 

 

Refiere que dentro del modelo de gobernanza de la referida Alianza, la UPTC ejerce la función de 

Secretaría Técnica del Comité Interinstitucional, instancia encargada de coordinar las decisiones 

relacionadas con el desarrollo del proyecto y con las convocatorias asociadas al mismo. En tal calidad, 

le corresponde administrar el sistema documental del comité, gestionar la correspondencia, custodiar 

los documentos del proceso y canalizar las solicitudes presentadas por los aspirantes para su análisis 

por parte del Comité Interinstitucional. 

 

Verifica que la citada entidad (UPTC), emitió las respuestas dirigidas al accionante que hasta el 

momento ha recibido, en ejercicio de las funciones que le corresponden como Secretaría Técnica del 

Comité Interinstitucional, no obstante, respecto del derecho de petición que daría sustento a la 

mailto:becasboyaca35.posgrados@uptc.edu.co
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presente acción, señala que aún no se ha cumplido el término legal para responder considerando que 

según el propio actor, lo habría radicado el 20 y 25 de febrero de 2026, y no se ha completado el 

plazo legal de quince (15) días hábiles para que la UPTC lo responda, por lo tanto, LA CORPORACIÓN 

no vulneró ni está vulnerando derecho fundamental alguno al actor. 

 

Recuerda que el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, dispone que las peticiones, salvo norma especial, 

deberán responderse en los siguientes plazos: las peticiones generales: 15 días; las peticiones de 

documentos: 10 días y las peticiones de consulta: 30 días siguientes a su recepción. Así, dado que la 

petición referida se radicó el 20 y 25 de febrero de 2025, la UPTC cuenta con un plazo de quince (15) 

días para emitir respuesta completa y de fondo, pues se trata de una petición general. El referido plazo 

se vence el trece (13) y el dieciocho (18) de marzo de 2026, respectivamente, situación que torna en 

improcedente la presente acción de tutela. 

 

Expone que teniendo en cuenta que AGROSAVIA no es la entidad llamada a dar respuesta al derecho 

de petición que habría dado origen a la tutela, NO SE ENCUENTRA VULNERANDO NI VULNERÓ 

DERECHO FUNDAMENTAL alguno al accionante, en consecuencia, solicita su desvinculación. 

 

• UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA – UPTC (indice 19 samai): 

A través de su apoderada, refiere que es la entidad ejecutora designada por el Órgano Colegiado de 

Administración y Decisión - OCAD de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema General de 

Regalías, mediante Acuerdo 059 del 23 de julio de 2025, además, en la Carta de Aval, Compromiso 

Institucional y Modelo de Gobernanza suscrito por la Alianza conformada para la ejecución del 

proyecto, la UPTC cumple las funciones de Secretaría Técnica del Comité Interinstitucional y en la 

convocatoria de aspirantes a ser Beneficiarios la UPTC, a través del Departamento de posgrados quien 

ejerce la secretaria técnica recepcionó las postulaciones de los candidatos, realizó la revisión de 

requisitos para pasar a evaluación y emitió las respuestas derivadas de este proceso de revisión por 

correo electrónico a cada persona, acorde con el cronograma establecido. 

Precisa que la entidad cumple con las siguientes funciones: 

 

1. Gestionar las reuniones, convocar, coordinar la disponibilidad de agendas y preparar el 

contenido de la sesión. 

2. Proponer una agenda anual de sesiones del comité. 

3. Preparar y enviar previamente los documentos e información a tratar en cada sesión. 

4. Confirmar previamente la asistencia de los miembros del Comité y disponer la logística 

necesaria para atender a las sesiones citadas. 

5. Durante las sesiones, verificar el cumplimiento del quórum. 

6. Dejar constancia en el acta respectiva, cuando no pueda asistir alguno de los integrantes del 

Comité. 

7. Administrar el sistema documental del Comité, en tanto a correspondencia entrante y saliente, 

actas y soportes documentales idóneos. 

8. Garantizar la custodia y conservación de los documentos fuente y soporte del Comité. 

9. Conservar un registro de las sesiones ejecutadas y los aspectos desarrollados. 

10. Conservar y custodiar por el término legalmente establecido en la normatividad vigente, el 

archivo documental que se allegue al Comité. La respuesta emitida el 25 de febrero fue avalada 

por el comité interinstitucional y comunicada por la Secretaría técnica acorde a las funciones 

anteriormente mencionadas. 

Agrega que conforme a los Términos de Referencia de la Convocatoria, específicamente con el numeral 

17. Cronograma de la Convocatoria y Admisiones, el 17 de febrero de 2026 se publicó en la página 

web de la UPTC el banco candidatos elegibles de la Convocatoria “FORMACIÓN DE CAPITAL 

HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LA REGIÓN CENTRO ORIENTE, UNA ALIANZA ESTRATÉGICA 

EN EL DEPARTAMENTO DE BOYACÁ” EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA PARA LA 

ASIGNACIÓN DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS 

DEL BIENIO 2023-2024 PARA LA FORMACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LAS 

REGIONES. Aclarara que actualmente la convocatoria se encuentra cerrada al haber surtido todas las 

fases dispuestas en los términos de referencia.  

Suma, que de acuerdo con el numeral 17. CRONOGRAMA DE LA CONVOCATORIA Y ADMISIONES 

establecido en los términos de referencia de la convocatoria 35 “Formación de Capital Humano de 

Alto Nivel para la Región Centro Oriente, una alianza estratégica en el departamento de Boyacá” página 

13 y 14, se establecieron las siguientes etapas relevantes del proceso: 
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- Publicación del banco de candidatos elegibles: 17 de febrero de 2026. 

- Periodo para solicitud de aclaraciones del listado de candidatos elegibles: del 18 al 20 de 

febrero de 2026 hasta las 4:00 p.m. 

- Respuesta a las solicitudes de aclaración: del 23 al 25 de febrero de 2026. 

- Publicación del listado definitivo de candidatos elegidos: 26 de febrero de 2026. 

 

Agrega que los términos de referencia de la convocatoria señalan que “Una vez publicados los 

resultados, los interesados podrán presentar solicitudes de aclaraciones por un período de tres (3) 

días hábiles. Por fuera de este término se considera que las reclamaciones son extemporáneas”. 

 

Expone que al verificar las solicitudes presentadas, se evidencia que: El correo electrónico enviado el 

20 de febrero de 2026 por el señor Michael Steven Castañeda Mendoza corresponde a una solicitud 

de aclaración presentada dentro del término establecido en el cronograma de la convocatoria, razón 

por la cual fue tramitada conforme a la etapa correspondiente del proceso. Por su parte, la 

comunicación enviada el 25 de febrero de 2026, mediante la cual el accionante solicitó una 

justificación técnica cualitativa del puntaje asignado, la verificación de la alineación temática de su 

propuesta y la posibilidad de realizar una segunda evaluación por un par experto, no corresponde a 

una solicitud de aclaración dentro del cronograma de la convocatoria, puesto que el periodo para 

presentar aclaraciones finalizó el 20 de febrero de 2026 a las 4:00 p.m. 

 

Estima que dicha comunicación fue tramitada como una solicitud presentada en ejercicio del derecho 

de petición en interés particular, la cual fue atendida dentro del término legal previsto para este tipo 

de solicitudes. Por lo tanto, el día 25 de febrero de 2026, se da respuesta al actor de acuerdo con el 

cronograma de los Términos de Referencia de la convocatoria 35, en el cual se estableció el periodo 

de “Respuesta a solicitud de aclaraciones” del 23 al 25 de febrero de 2026. Esta respuesta se da según 

lo acordado en la Sexta sesión del Comité Interinstitucional del proyecto llevada a cabo el 23 de 

febrero de 2026. El día 25 de febrero de 2026, se recibe solicitud por parte del Sr. Michael Steven 

Castañeda Mendoza, quien agradece la respuesta brindada y solicita adicionalmente: 

 

1. Se brinde la justificación técnica cualitativa que sustente la asignación de puntaje en cada su criterio 

del C2. 

2. Se verifique la correcta interpretación de la alineación entre la propuesta, la línea temática del 

doctorado y el reto estratégico correspondiente. 

3 Se evalúe la posibilidad de una revisión o segunda evaluación por un par experto en el área específica 

del proyecto, con el fin de garantizar una valoración acorde con el alcance técnico de la propuesta. 

El día 6 de marzo de 2026, se da respuesta conforme a la Octava sesión del Comité Interinstitucional 

del proyecto llevada a cabo el 05 de marzo de 2026, al interesado, en cumplimiento del artículo 23 de 

la Constitución Política y de la Ley 1755 de 2015, y constituye respuesta de fondo a su solicitud, 

precisando que se profirió dentro del término legal de quince (15) días hábiles previsto para dar 

respuesta a los derechos de petición, sin que dicho término se hubiera agotado al momento de su 

emisión.  

Sostiene que las solicitudes presentadas por el actor, se encuentran relacionadas con el cronograma 

de desarrollo de la convocatoria; es decir; fueron presentadas como reclamación en un término 

conferido, y no en el contexto del ejerció del derecho fundamental de petición como solicitud en 

interés personal, no obstante, fueron tramitadas como peticiones de las que trata la ley 1755 de 2015. 

Determina que la segunda comunicación de fecha 25 de febrero de 2026, mediante la cual solicitó: (a) 

que se le brindara una justificación técnica cualitativa que sustentara la asignación de puntaje en cada 

subcriterio del criterio C2, (b) que se verificara la correcta interpretación de la alineación entre la 

propuesta, la línea temática del doctorado y el reto estratégico correspondiente, y (c) que se evaluara 

la posibilidad de realizar una revisión o segunda evaluación por un par experto en el área específica 

del proyecto, la misma no corresponde a una solicitud de aclaración presentada dentro del término 

previsto en el cronograma de la convocatoria, dado que el periodo para presentar este tipo de 

solicitudes finalizó el 20 de febrero de 2026 a las 4:00 p.m.  

 

Detalla que en consecuencia, dicha comunicación se entiende como una solicitud presentada en 

ejercicio del derecho de petición en interés particular, la cual fue atendida por el Comité 

Interinstitucional y la secretaria técnica de la Alianza, el día 6 de marzo de 2026 a través del correo 

electrónico becasboyaca35.posgrado@uptc.edu.co, como Anexo 7. DP- 26-177 Aclaraciones-MICHAEL 

STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA, comunicada al peticionario el día 6 de marzo de 2026, así: 

 

mailto:becasboyaca35.posgrado@uptc.edu.co
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Así que se considera la accionada que se ratifica en la respuesta otorgada la cual cumple con los 

presupuestos establecidos por la Corte Constitucional en relación con la respuesta de derecho de 

petición, deviniendo entonces la inexistencia un hecho que fundamente la vulneración de los derechos 

fundamentales invocados por el accionante. 

 

Argumenta la IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA, ante la inexistencia de una conducta 

respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, toda vez 

que las solicitudes presentadas por el accionante fueron debidamente recibidas, analizadas y 

respondidas dentro de los términos legales correspondientes y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha señalado que el derecho de petición se satisface cuando la autoridad competente 

emite una respuesta clara, de fondo y dentro del término legal, sin que ello implique necesariamente 

acceder a las pretensiones del solicitante. 

 

Ultima que no se configura vulneración del derecho al debido proceso, dado que el proceso de 

evaluación de las propuestas se desarrolló conforme a los criterios previamente establecidos en los 

términos de referencia de la convocatoria, los cuales fueron conocidos por todos los participantes 

desde el inicio del mismo y la evaluación fue realizada por evaluadores con formación doctoral y 

experiencia investigativa en el área correspondiente, aplicando una rúbrica previamente definida y 

avalada por el Comité Interinstitucional. 

 

Indica que la Corte Constitucional ha reiterado que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para 

controvertir evaluaciones académicas o científicas, salvo que se demuestre la existencia de actuaciones 

arbitrarias o caprichosas, lo cual no ocurre en el presente caso. Adicionalmente, la valoración técnica 

de propuestas de investigación se encuentra amparada por el principio de autonomía universitaria, 

consagrado en el artículo 69 de la Constitución Política, el cual reconoce a las instituciones de 

educación superior la facultad de organizar sus procesos académicos y definir los criterios de 

evaluación y selección en sus programas de formación. 

 

Establece que acceder a la pretensión del accionante de realizar una nueva evaluación o revisión de su 

propuesta implicaría reabrir una etapa ya culminada del proceso de selección, lo cual resultaría 

contrario a los principios de igualdad, transparencia y seguridad jurídica, al otorgar un tratamiento 

diferenciado frente a los demás participantes que se sometieron a las mismas reglas del proceso. 

 

Solicita se deniegue la tutela de los derechos invocados por hecho superado dentro de la acción de 

tutela en contra de la ALIANZA UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA – 

UPTC, teniendo en cuenta que con la respuesta otorgada a la aquí accionante, cumple con los 

elementos establecidos por el Alto Tribunal, y el acervo probatorio, da cuenta que la accionada ofreció 

respuesta a lo solicitado, satisfaciendo y superando con lo pretendido dentro de la acción de tutela, 

antes de proferir el fallo, independientemente del sentido de la respuesta, deviniendo la carencia de 

objeto para que el Juez constitucional se pronuncie sobre una situación en la que ha desaparecido la 

vulneración de derechos fundamentales solicitados por la parte actora. 
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• MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGIA E INNOVACION- (indice 24 samai) 

 

A través del jefe oficina asesora jurídica, manifiesta que el Ministerio en calidad de secretario 

técnico de las OCAD, de acuerdo con las competencias señaladas en la CP y en especial en el art 10 

de la ley 2056 de 2020, indica lo siguiente: 

 
 

Agrega que el decreto 1821 de 2020 num 12 art 1.2.3.4.7 se dispone: 

 
Manifiesta que para el caso de la convocatoria 35, se otorgaron créditos educativos condonables. Así 

que después de superar las fases y/ actividades contempladas en los términos de referencia de la 

convocatoria, la Alianza, conformada por la UPTC, CREPIB, Corporación colombiana de investigación 

agropecuaria y la Universidad Sant Tomas seccional Tunja, fue aprobado por el OCAD del CT en la 

sesión N° 60 del 16 de julio de 2025, con acuerdo de aprobación N° 59 del 23 de julio de 2025, entonces, 

una vez aprobado dicho proyecto, la entidad ejecutora que es la UPTC, adquiere total responsabilidad 

sobre la creación, publicación y administración de las convocatorias internas mediante las cuales se 

selecciona a los potenciales beneficiaros. Luego es la alianza la responsable de dicha selección. 

 

Sobre los hechos señalados en la acción de tutela, indica que no le consta el procedimiento de la 

convocatoria, por cuanto son actuaciones adelantadas por la alianza, por lo cual las pretensiones no 

le son atribuibles, en tanto no participo en dicha selección, no ha vulnerado los derechos de la parte 

actora, y no tiene competencia en las pretensiones invocadas, en consecuencia, solicita se desestimen 

las pretensiones en cuanto al Ministerio, sea desvinculado y se declare la falta de legitimación en la 

causa por pasiva. 

 

• DEPARTAMENTO DE BOYACA (indice 27 de samai): 

 

Contestaron la acción señalando que de acuerdo con los hechos narrados por el accionante, la entidad 

carece de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que los hechos que sirven de fundamento a la 

misma no se derivan de actuaciones, omisiones o decisiones atribuibles a esta entidad territorial. 

 

Evidencia que la inconformidad del accionante surge con ocasión del proceso de evaluación y selección 

dentro de la convocatoria denominada “Formación de capital humano de alto nivel para la región 

centro oriente, una alianza estratégica en el departamento de Boyacá”, específicamente frente a los 

criterios de calificación aplicados y a la respuesta brindada a las solicitudes de aclaración elevadas 

por el participante. 

 

Señala que no es la entidad encargada de evaluar, revisar, verificar o calificar las propuestas ni los 

documentos presentados por los aspirantes a dicha convocatoria, ni tiene competencia alguna para 

determinar los puntajes asignados dentro de los criterios técnicos de evaluación o para resolver las 

reclamaciones relacionadas con los resultados del proceso. 

 

Detalla que de acuerdo con los propios hechos narrados por el accionante, la convocatoria fue abierta 

y gestionada por la Alianza UPTC, integrada por instituciones académicas y entidades de investigación, 

dentro de las cuales se encuentran la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC), la 

Universidad Santo Tomás, AGROSAVIA y otras entidades participantes, quienes son las responsables 

de la estructuración de los términos de referencia, la evaluación técnica de las propuestas y la 

publicación de resultados, entoinces, el Departamento de Boyacá, no tiene funciones de evaluación 

académica ni de calificación de propuestas de investigación dentro de dicho proceso. 

 

Solicita se declare la FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA, teniendo en cuenta que, 

no configuran una vulneración del derecho fundamental de petición, ni pueden dar lugar a la 

prosperidad de la acción de tutela, al tratarse de un trámite administrativo en curso, sometido a 
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procedimientos y competencias legalmente establecidos, considera que la acción de tutela es 

improcedente en la medida en que no se configura un PERJUCIO IRREMEDIABLE. 

 

Estima que las presuntas vulneraciones de los derechos fundamentales al debido proceso, al derecho 

de petición y al acceso a la información que invoca el accionante se encuentran directamente 

vinculadas con las actuaciones adelantadas por las instituciones encargadas de la evaluación 

académica y técnica de las propuestas, quienes tienen la competencia para definir los criterios de 

evaluación, aplicar las rúbricas correspondientes, emitir los resultados y responder las solicitudes de 

aclaración presentadas por los participantes. 

 

Solicita se declarare la falta de LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA del Departamento de Boyacá 

y, en consecuencia, NEGAR LAS PRETENSIONES DE LA ACCIÓN DE TUTELA RESPECTO DE ESTA 

ENTIDAD, sin perjuicio de lo que se disponga frente al sujeto realmente competente. 

 

IV. PRUEBAS 

 

Al expediente se allegó el siguiente material probatorio, que fue decretado y practicado siguiendo las 

formalidades preestablecidas en las normas procesales, respetando el derecho de contradicción, 

publicidad y defensa de las partes y que por lo tanto se tendrán como prueba legalmente recaudada 

y allegada a la actuación procesal, razón por la cual se valorarán en conjunto, para soportar la decisión 

que en derecho corresponda. 

 

Documentales: 

Aportadas con el escrito de tutela: 

 

- Documento de términos de referencia denominado - TDR ALIANZA UPTC 

- Documento de resultados de la convocatoria denominado - RESULTADOS DEFINITIVOS 

- Copia de la solicitud de aclaración presentado en fecha 20 de febrero de 2026, respuesta 

emitida por la entidad en fecha 25 de febrero de 2026 y Copia de la réplica presentada en 

fecha 25 de febrero de 2026 - Correo de UPTC - Aclaraciones Inscripción Convocatoria 35 

Boyacá – CORREO ACLARACIÓN 

- Ejemplo de convocatoria similar - TDR UIS 

- Propuesta de doctorado del candidato (alineada a la línea temática del Reto 3 del doctorado 

de química - a) Desarrollo de componentes nanoestructurados para celdas solares, con 

protección contra la lixiviación, basado en nano partículas de CdSe, de biopolímeros 

modificados sensibilizados.) – PROPUESTA CANDIDATO 

 

Aportadas a partir de la notificación de la tutela: 

 

- ACUERDO No. 59 DEL 23/07/2025 Por medio del cual se adoptan decisiones relacionadas con 

los proyectos de inversión financiados o cofinanciados con recursos de la Asignación para 

CTeI del SGR de la Asignación para la Ciencia, Tecnología e Innovación y se adoptan decisiones 

relacionadas con las convocatorias públicas, abiertas y competitivas de la Asignación para la 

Ciencia, Tecnología e Innovación. 

- Respuesta a petición: DP-26-177- Tunja, 06 de marzo de 2026. 

- ACTA No. 60-del dieciséis (16) de julio de 2025, se inicia la sesión del Órgano Colegiado de 

Administración y Decisión (OCAD) de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) del Sistema 

General de Regalías (SGR), de acuerdo con la citación efectuada a través de correo electrónico 

del ocho (8) de julio de 2025, en atención a lo establecido en el numeral 2 del artículo 1.2.3.4.7 

del Decreto 1821 de 2020. 

- Documento: MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN- CONVOCATORIA 

PARA LA ASIGNACIÓN PARA LA CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL SISTEMA 

GENERAL DE REGALÍAS PARA LA FORMACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL 

PARA LAS REGIONES 

 

V. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 

1. NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

La acción de tutela es un mecanismo subsidiario de protección judicial de los derechos fundamentales 

con carácter: informal, sumario, eficaz, gratuito y preferente, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares 

en los términos de Ley. 
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La acción de tutela, según el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, es improcedente: i) cuando existan 

otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que aquellos se utilicen como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable; ii) cuando se trate de actos de carácter general, 

impersonal y abstracto y iii) cuando la violación del derecho originó un daño consumado. 

 

En forma reiterada, la Corte Constitucional, al interpretar el contenido y alcance del artículo 86 de la 

Constitución Política, ha señalado que el objetivo del amparo constitucional se circunscribe a la 

protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos 

expresamente consagrados en la ley. 

 

Bajo este contexto, el propósito de la acción de tutela, como lo establece dicho artículo, se limita a que 

el Juez Constitucional, de manera expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las 

órdenes que considere pertinentes a quienes con sus acciones u omisiones han amenazado o 

vulnerado derechos fundamentales, con el fin de procurar la defensa actual y cierta de los mismos. 

 

2. TESIS DE LOS EXTREMOS PROCESALES Y PROBLEMA JURIDICO: 

 

De la interpretación de los actos procesales de introducción y contradicción, el Despacho concreta las 

tesis argumentativas del caso, desplegadas por las partes, para dirimir el objeto de la Litis, e 

igualmente se formulará el problema jurídico y se anunciará la posición que asumirá el Despacho así: 

 

• Tesis Argumentativa de la parte accionante: 

 

Considera vulnerados sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la 

información, ante la presunta falta de respuesta completa pues carece de motivación suficiente, de 

conformidad a lo solicitado en la aclaración del 25 de febrero de 2026. De igual forma considera 

vulnerado el debido proceso por cuanto está en desacuerdo con la valoración de los diferentes criterios, 

presentan falencias, sumado a que no se consideró la experiencia investigativa para esos efectos, 

sumado a que no se le suministró copia de los documentos solicitados.  

 

• Tesis Argumentativa de la UNIVERSIDAD SANTO TOMAS: 

 

Se adhiere a lo que señale la UPTC. 

 

• Tesis Argumentativa de la AGROSAVIA: 

 

Señala que debe ser desvinculada, pues no es la llamada a responder las peticiones del actor, por lo cual 

no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados. 

 

• Tesis Argumentativa de la UPTC: 

 

Alega que se configura la carencia actual de objeto por hecho superado, por cuanto se dio respuesta al 

actor que cumple con los elementos establecidos por la jurisprudencia, que ha desaparecido la 

vulneración de derechos fundamentales solicitados por la parte actora. 

 

• Tesis Argumentativa de la MINCIENCIAS: 

 

Sostiene que se configura la falta de legitimación en la causa por pasiva en tanto no es el competente 

para resolver las solicitudes del actor.  

 

• Tesis Argumentativa del DAPRE: 

 

Argumenta que debe denegarse las pretensiones respecto de la Presidencia de la República pues al 

revisar los anexos aportados y lo señalado en el escrito de tutela, se evidencia que el derecho de petición 

cuya respuesta se reclama no fue radicado ante la entidad, por lo cual no puede predicarse vulneración 

alguna del derecho fundamental de petición. 

 

• Tesis Argumentativa del DEPARTAMENTO DE BOYACA: 

 

Anuncia que la entidad carece de legitimación en la causa por pasiva, ya que no tiene injerencia en el 

procedimiento, resultados y para responder las solicitudes de aclaración presentadas por los 

participantes. En consecuencia, solicita se denieguen las pretensiones de la acción de tutela. 

• Problema jurídico: 
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Se contrae a establecer si: 

 

¿Procede el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y a la información, con 

relación con las respuestas emitidas por la UPTC, frente a las aclaraciones de los resultados, 

durante el trámite de la convocatoria ? 

 

¿Es procedente declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en relación con la 

presunta vulneración del derecho de petición, ante la respuesta allegada por la UPTC, durante el 

trámite de esta acción de tutela? 

 

• Tesis del Despacho: 
 
El despacho Negará el amparo de los derechos fundamentales invocados, en tanto no se vulneró el 

derecho de petición presentado el 25 de febrero de 2026, ya que se emitió la respuesta con las 

condiciones señaladas por la jurisprudencia. De igual forma no se vulneró el derecho de acceso a la 

información, porque la petición de copias de documentos no se realizó antes de instaurar la tutela, sino 

tan solo en las pretensiones de la acción de tutela, por tanto, a la fecha no se ha vencido el termino para 

contestar. Finalmente, en cuanto al derecho al debido proceso, no se satisface el requisito de 

subsidiariedad, lo que hace improcedente la tutela para controvertir las reglas de la convocatoria. 

 

3. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 
 
Ocupa la atención del Juez Constitucional, analizar inicialmente la presunta vulneración de los 

derechos fundamentales invocados, determinar si se configura en el caso bajo estudio la carencia 

actual de objeto y si es procedente la acción de tutela para controvertir las reglas del concurso. 

 

Para efectos de esclarecer el objeto de la acción de tutela puesta a consideración del Despacho en el 

presente caso, se estudiará: 

 

3.1 Derecho de petición 

3.2 Derecho al debido proceso 

3.3 Derecho a la información 

3.4 Régimen de procedencia de la acción de tutela  

3.5 Carencia actual de objeto 

 

Finalmente se abordará el caso concreto. 

 

3.1 Derecho de petición: 

 
El artículo 23 de la Constitución Política define el derecho de petición en los siguientes términos: 

 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos 
de interés general o particular y a obtener pronta resolución.  El Legislador podrá reglamentar 
su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 

 

La Ley 1755 de 30 de junio de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de 

Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo”, establece: 

 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma 
legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 
quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de 
las siguientes peticiones: 
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) 
días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se 
entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 
consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 
peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 
  
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 
las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 
recepción. 



  

 

Acción de tutela 

Rad N° 1500133330142026-00042-00 

 

 

 13 

  
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 
señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento 
del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el 
plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto.” (Subrayado fuera de texto). 
 

Por su parte, la Corte Constitucional en la sentencia T-001 de 20151 hizo mención al alcance del 

derecho fundamental de petición, en los siguientes términos:  

 

“3.1. Contenido y alcance del derecho fundamental de petición. Reiteración de 
jurisprudencia. 
 
3.1.1. La Constitución Política establece en el artículo 23: “Toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular 
y a obtener pronta resolución”. De ahí que, el derecho fundamental de petición puede ser 
entendido desde dos dimensiones, por un lado la facultad de la persona de formular una 
petición respetuosa ante las autoridades, y por otra parte, el derecho a recibir de ellas una 
respuesta rápida y de fondo.  
 
3.1.2. Del mismo precepto constitucional, se desprende que el ejercicio del derecho de petición 
es una manifestación directa de la facultad de acceso a la información que le asiste a toda 
persona (art. 20 C.P.), así como un medio para lograr la satisfacción de otros derechos, como el 
debido proceso, el trabajo, el acceso a la administración de justicia, entre otros.  
 
3.1.3. Por la anterior, la satisfacción de este derecho se encuentra condicionada a que la entidad 
emita y entregue al peticionario una respuesta que abarque en forma sustancial y resuelva, en 
lo procedente, la materia objeto de solicitud, independientemente del sentido. Ello quiere decir 
que la respuesta negativa comunicada al solicitante dentro de los términos establecidos no 
significa una vulneración del derecho de petición, puesto que si efectivamente lo contestado 
atiende de fondo el asunto expuesto se satisface el derecho mencionado. En efecto, la respuesta 
puede o no satisfacer los intereses de quien ha elevado la petición, en el sentido de acceder o no 
a sus pretensiones, pero siempre debe ser una contestación que permita al peticionario 
conocer, frente al asunto planteado, cuál es la situación y disposición o criterio de la 
entidad competente.2 

 
3.1.4. En síntesis, la Corte ha concluido que la respuesta al derecho de petición debe cumplir 
con ciertas condiciones: (i) oportunidad3; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, 
precisa y congruente con lo solicitado4; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario5, 
so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental. 

 
3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia 
constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la 
vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de 
fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la 
pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.” 
(Destacado fuera de texto). 

 

1 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-001 de 15 de enero de 2015. M.P. Mauricio González Cuervo.   

 

2 La jurisprudencia de esta Corporación en reiteradas oportunidades ha señalado cuáles son las características esenciales del derecho 

de petición, a saber: “(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia 

participativa, garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a 

la libertad de expresión; (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la 
petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse 

dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible; (v) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los 

particulares (Sentencia T-695/03); (vii) el silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía 

gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición (Sentencia T-1104/02) pues su objeto es distinto. 
Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de 

petición también es aplicable en la vía gubernativa(Sentencia T-294/97); (ix) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, 

no la exonera del deber de responder (Sentencia T-219/01);  y (x) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar 

su respuesta al interesado.” Ver Sentencia T-183 de 2013. 
3 Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso 

de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se 
requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término 

de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo.   
 

4 En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la 

Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se 

encuentra en revisión o en trámite”.   
 

5 Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008. 
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Así entonces, el derecho de petición no se satisface con la simple notificación oportuna de una 

respuesta formal que hace un ente público o privado a un particular, sino que, además, dicha respuesta 

debe cumplir con los requisitos de claridad y congruencia entre lo solicitado y lo respondido, y debe 

resolver de fondo la solicitud interpuesta. 

 

Más próximamente, la Corte Constitucional en sentencia T-154 del 09 de marzo de 2017, 
respecto al derecho de petición resaltó: 
 
“La Constitución Política de 1991 establece que “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener 
pronta resolución” (artículo 23). 
  
Por su parte, la Ley 1755 de 2015 dispone que “Toda actuación que inicie cualquier persona 
ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de 
la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo”, refiriendo de esta manera que, a 
través de este derecho se puede solicitar: (i) el reconocimiento de un derecho, (ii) la resolución 
de una situación jurídica, (iii) la prestación de un servicio y, (iv) el requerimiento de una 
información, de copias de documentos, etc. 
 Estipuló que el derecho de petición: (i) es gratuito, (ii) no requiere de representación a través 
de abogado y, (iii) puede presentarse de forma verbal o escrita, y a través de cualquier medio 
idóneo para la comunicación o transferencia de datos. 
  
Conforme a estos preceptos constitucionales y legales, el derecho de petición otorga a las 
personas la facultad de formular peticiones respetuosas y el derecho a recibir una respuesta 
rápida, clara, de fondo y precisa sobre la misma. En este sentido, es claro que si se omite dar 
respuesta a la petición o se emite de forma errada, incongruente o superflua se está 
vulnerando esta garantía constitucional.” 
 
Pronunciamiento en el que trae a escena lo señalado en Sentencia C-951 de 2014, providencia 
en donde se reiteró que el derecho de petición es una prerrogativa constitucional fundamental, 
mediante la cual se garantizan otros derechos, como la información, la participación política 
y la libertad de expresión. Así mismo, indicó que el núcleo esencial del derecho de petición 
reside en “la resolución pronta y oportuna” del asunto, “pues de nada serviría la posibilidad 
de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.”. 
 

Así entonces, el derecho de petición no se satisface con la simple notificación oportuna de una 

respuesta formal que hace un ente público o privado a un particular, sino que, además, dicha 

respuesta debe cumplir con los requisitos de claridad y congruencia entre lo solicitado y lo 

respondido, y debe resolver de fondo la solicitud interpuesta. 

3.2 El derecho al debido proceso 

 El artículo 29 de la Constitución establece que el derecho fundamental al debido proceso es aplicable 
a “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. En desarrollo de esa disposición 
constitucional, la Corte Constitucional ha definido el derecho al debido proceso administrativo como 
“el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 
protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite 
se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia”. En ese sentido, los componentes 
del núcleo esencial de ese derecho han sido definidos así:  
   

““a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso 
ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo.  
   
b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o 
aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la 
Constitución y la ley.  
   
c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados 
para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al 
tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia 
de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe 
y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso.  
   
d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige 
que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables.  
   
e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los 
servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen 
funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo.  
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f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 
deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden 
jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”   

   
Esos elementos comportan, a su vez, una serie de prerrogativas concretas en cabeza de los 

administrados, tales como (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) ser notificado oportunamente 

y de conformidad con la ley, (iii) el derecho a que la actuación se surta sin dilaciones 

injustificadas, (iv) la posibilidad de participar en la actuación desde su inicio hasta su 

culminación, (v) la obligación de que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno 

respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) la garantía de la presunción 

de inocencia, (vii) el ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

   

En consecuencia, puede afirmarse que el derecho al debido proceso administrativo tiene una doble 

connotación: por un lado, constituye un límite al poder de la administración en tanto que busca 

eliminar, en la mayor medida de lo posible, la arbitrariedad y la posibilidad de que los funcionarios 

afecten otros derechos de los ciudadanos por acción u omisión en el ejercicio de sus funciones. Por 

otro, implica unas prerrogativas para el ciudadano, de forma que éste queda facultado para exigir de 

manera directa el cumplimiento de un procedimiento previamente establecido por parte de un 

funcionario competente e imparcial y para discutir, a través de otros recursos administrativos o de 

procedimientos judiciales, aquellas decisiones que, a su juicio, no hayan cumplido con los estándares 

a los que se ha hecho referencia.  

 

En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el 

Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en 

“toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y 

en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio 

fundamental de la función administrativa.    

   

Así, el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia dispone que el debido proceso debe aplicarse 

a toda clase de actuaciones, constituyéndose en garantía en las actuaciones surtidas contra los 

particulares. En este sentido, se ha pronunciado la corte Constitucional, indicando:    

   
“…El debido proceso en los asuntos administrativos implica que el Estado se sujete a las reglas 
definidas en el ordenamiento jurídico, no solamente en las actuaciones que se adelanten 
contra los particulares para deducir responsabilidades de carácter disciplinario o aquellas 
relativas al control y vigilancia de su actividad, sino en los trámites que ellos inician para 
ejercer un derecho ante la administración o con el objeto de cumplir una obligación.   
   
El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la 
observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia 
administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas especiales 
sobre el asunto en trámite.   
   
En último término, de lo que se trata es de evitar que la suerte del particular quede en manos 
del ente administrativo. Por lo cual, todo acto arbitrario de éste, entendido por tal el que se 
aparta de las normas aplicables, para realizar su propia voluntad, implica violación del debido 
proceso.   
 

Finalmente, cabe señalar que el desarrollo jurisprudencial del derecho fundamental mencionado 

también se ha ocupado de la procedencia de la acción de tutela para la protección del mismo. Así,  la 

Corte ha indicado que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad, el amparo constitucional no es 

el mecanismo judicial idóneo para resolver las controversias que surgen con ocasión del desarrollo de 

una actuación administrativa, en vista de que el legislador ha dispuesto de la jurisdicción contencioso-

administrativa para tales efectos. Sin embargo, la acción de tutela procede de manera excepcional, ya 

sea como mecanismo transitorio de protección en casos en los cuales el accionante logra probar que 

se encuentra en riesgo de sufrir un perjuicio irremediable o porque se establece que los medios de 

control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo son ineficaces para la protección del 

derecho a la luz de las circunstancias de cada caso en particular, evento en el que opera como 

mecanismo definitivo.  

 

3.3 Derecho a la información (T-067/2025): 
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El acceso a la información pública constituye un aspecto cardinal dentro de una democracia 

constitucional, pues se trata de un derecho fundamental autónomo6, que tiene como finalidad lograr 

la mayor publicidad y transparencia de las actuaciones del Estado. Es, además, un medio para que los 

ciudadanos conozcan las actuaciones de las autoridades y puedan ejercer control sobre su actuación. 

De manera que el derecho de acceso a la información pública no se limita simplemente a los trámites 

cotidianos que desarrollan los ciudadanos frente a la administración pública, sino que se relaciona 

con actuaciones en las que se compromete algún elemento esencial de la democracia y el ejercicio de 

derechos fundamentales. Incluso se convierte en una herramienta trascendental en casos en los que 

es necesario conocer la verdad frente a graves violaciones de derechos humanos. 

 

En atención a su trascendencia, como ya se indicó, el artículo 74 de la Constitución, reconoce el 

derecho al acceso a la información pública, al disponer, en su inciso primero, que “todas las personas 

tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley.” También 

como se mencionó, pero vale la pena reiterarlo, este derecho, si bien es de carácter autónomo, está 

ligado a otras garantías fundamentales, como la libertad de expresión, el derecho a informarse y recibir 

información veraz e imparcial7, el derecho de petición y el de habeas data, entre otros. Sobre este 

trascendental derecho, la Corte se ha pronunciado en diferentes oportunidades y ha fijado reglas 

sobre su alcance. A continuación, se describe ese desarrollo jurisprudencial: 

 

 
 

 

 

6 Cfr. Sentencias T-473 de 1992, T-695 de 1996, T-074 de 1997, C-491 de 2007 y C-274 de 2013. Como se citó 
en la sentencia C-274 de 2013, la sentencia T-705 de 2007 precisó que el precedente constitucional en esta 
materia: “ha establecido que de la interpretación sistemática del derecho de petición (Art. 23 C.P.) y el libre 
acceso a los documentos públicos (Art. 74 C.P.), así como de las normas que integran el bloque de 
constitucionalidad, en especial, los artículos 13 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos y 
19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se deriva el derecho fundamental de acceso a los 
documentos públicos.” 

7 Como indicó este Tribunal Constitucional en la sentencia C-274 de 2013, el derecho a acceder a información 

pública es instrumento necesario para el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y, además, ambos 

derechos comparten su núcleo axiológico. 
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3.4 Régimen de procedencia de la acción de tutela  
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política:   
  

"[t]oda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, 
la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” o 
de los particulares, en los casos señalados por el Decreto 2591 de 1991.   

  
Y añade que “ésta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable”, consagración precisada en el artículo 6º del citado Decreto, así:   

  
“ARTICULO 6º-Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá:  
 
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos 
medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias 
en que se encuentra el solicitante.  
2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de hábeas corpus.  
3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados 
en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la 
tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o 
derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable  
4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando 
continúe la acción u omisión violatoria del derecho.  
5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”  

  

De otra parte, jurisprudencialmente se ha estimado respecto a la interpretación de la primera causal 

que el mismo artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 establece dos excepciones a la regla general de 

improcedencia. La primera de ellas, consignada igualmente en el artículo 86 del Texto Superior, 

hace referencia a que la acción de tutela procederá también cuando, a pesar de la existencia de 

otros medios de defensa judicial, ésta se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. Y, la segunda, determina que, bajo la misma hipótesis expuesta, la tutela 

resulta procedente cuando los otros mecanismos de defensa no sean eficaces para brindar un 
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amparo de forma integral, dadas las circunstancias especiales del caso y la situación en la que se 

encuentra el solicitante, de manera que:  

  

“en cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan 
una protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios 
carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras distintas, 
dependiendo de la situación de que se trate. La primera posibilidad es que las acciones 
ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no sean 
lo suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio irremediable. En este 
caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras se resuelve el 
caso a través de la vía ordinaria”  

  
En cuanto a la segunda posibilidad es que las acciones comunes no sean susceptibles de resolver el 

problema de forma idónea y eficaz, circunstancia en la cual es procedente conceder la tutela de 

manera definitiva, como componente directo de protección de los derechos fundamentales.  

  

Así, se entiende que el mecanismo ordinario para resolver un asunto no resulta idóneo cuando no 

permite resolver el conflicto o no ofrece una solución integral al derecho comprometido, 

correspondiendo a la autoridad en principio, declarar la improcedencia de la acción, no obstante, se 

debe examinar si se evidencia una situación urgente de vulnerabilidad o amenaza que amerite la 

intervención inmediata del juez constitucional, especialmente cuando se pretende el amparo de 

derechos como la vida, el mínimo vital, la salud, la seguridad social, la estabilidad laboral reforzada y 

otros del mismo talante.  

  

Este aspecto, se complementa con el estudio constitucional del principio de subsidiariedad 

establecido en el inciso 4º del artículo 86 superior que señala que “esta acción sólo procederá cuando 

el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, en este sentido ha sido clara la jurisprudencia del 

órgano de cierre cuando señala:  

  
“En la sentencia T-1008 de 2012, esta Corporación estableció que, por regla general, la acción 
de tutela procede de manera subsidiaria y, por lo tanto, no constituye un medio alternativo 
o facultativo que permita complementar los mecanismos judiciales ordinarios establecidos 
por la ley. Adicionalmente, la Corte señaló que no se puede abusar del amparo 
constitucional ni vaciar de competencia a la jurisdicción ordinaria, con el propósito de 
obtener un pronunciamiento más ágil y expedito, toda vez que éste no ha sido consagrado 
para reemplazar los medios judiciales dispuestos por el Legislador para tales fines.  
   
Posteriormente, en las sentencias T-373 de 2015 y T-630 de 2015, estableció que si existen otros 
mecanismos de defensa judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la protección 
de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, el afectado debe agotarlos 
de forma principal y no utilizar directamente la acción de tutela. En consecuencia, una 
persona que acude a la administración de justicia con el fin de que le sean protegidos sus 
derechos, no puede desconocer las acciones judiciales contempladas en el ordenamiento 
jurídico, ni pretender que el juez de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario 
que debe conocer del asunto dentro del marco estructural de la administración de 
justicia.”  

  
Se concluye que en estos casos, la tutela se torna improcedente al no satisfacer el requisito de 

subsidiariedad, aspecto desarrollado por la jurisprudencia constitucional, enseñando que los jueces 

constitucionales deben evaluar las particularidades propias de cada caso concreto para determinar la 

idoneidad y eficacia del mecanismo judicial alterno, más allá de la simple existencia del mismo y sin 

olvidar que con ello no puede suplantarse la competencia del juez ordinario, con tal fin, se debe 

realizar un análisis sustancial y no meramente formal, para determinar si en cada caso debe 

usarse  como mecanismo transitorio, cuando se pretenda evitar la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable; o como mecanismo definitivo, cuando la acción judicial ordinaria no sea idónea o eficaz 

para la protección de los bienes jurídicos objeto de amparo.  

 

La Corte Constitucional ha definido la procedencia excepcional de la acción de tutela contra actos 

administrativos expedidos en el marco de concursos de méritos. Así lo estableció en la Sentencia T - 

156 de 2024, recordando lo señalado en la SU 067/2022:  

 

“[E]l juez de lo contencioso administrativo es la autoridad llamada a juzgar las violaciones de 

los derechos fundamentales que ocurran en este tipo de actuaciones administrativas. Al respecto, 

ha manifestado que ‘por regla general, […] es improcedente la acción de tutela que pretenda 

controvertir los actos proferidos por las autoridades administrativas que se expidan con ocasión 

de un concurso de méritos, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales como lo 

dispone el artículo 104 de la Ley 1437 de 20116’”.  
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Cuando una persona acude a la administración de justicia con el propósito de obtener la protección 

de sus derechos, no puede desconocer los mecanismos judiciales establecidos en el ordenamiento 

jurídico, ni pretender que el juez de tutela adopte decisiones paralelas o sustantivas a las que 

corresponde proferir al funcionario competente dentro de un trámite ordinario radicado bajo su 

jurisdicción.  

 

A pesar de lo anterior, se han reconocido tres eventos en los cuales la acción de tutela puede ser 

procedente para controvertir las decisiones adoptadas en estos concursos. La siguiente tabla 

sintetiza estas reglas: 

 

Procedencia excepcional de la acción de tutela contra decisiones tomadas en concursos de méritos 7 

Inexistencia de un 
mecanismo judicial 

Se trata del reconocimiento “de la existencia de ciertos actos que, de conformidad con 
las reglas del derecho administrativo, no pueden ser sometidos a escrutinio judicial”8 
Esto sucede, por ejemplo, frente a los actos administrativos de trámite. En estos 
eventos, la acción de tutela opera como mecanismo definitivo. 

Urgencia de evitar el 
acaecimiento de un 

perjuicio irremediable 

Se presenta cuando “por las circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible 
afirmar que, de no producirse la orden de amparo, podrían resultar 
irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone 
la acción”9. 

Planteamiento de un 
problema constitucional 
que desborde el marco 

de competencias del 
juez administrativo 

Se trata de aquellos eventos los que “las pretensiones del accionante no se dirigen a 
determinar la legalidad de los actos administrativos expedidos en desarrollo de la 
convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los medios de control de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que pretende demostrar que la 
aplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona sus derechos 
fundamentales”10 
  
La Corte ha aplicado este supuesto cuando existen criterios de discriminación. Por 
ejemplo, en la Sentencia T-160 de 2018 se excluyó al concursante por tener un tatuaje. 
En la Sentencia T-438 de 2018 esto se dio por la estatura del aspirante. 

 

En concordancia con lo anterior, en Sentencia la SU-913 de 2009 se estableció que el concurso de 

méritos representa la manifestación más clara del principio de mérito consagrado en el artículo 125 

de la Constitución, cuyas disposiciones son de obligatorio cumplimiento tanto para los participantes 

como para la administración pública. La Corte enfatizó que el juez de tutela no está facultado para 

modificar las condiciones del concurso, reabrir etapas ya concluidas u otorgar beneficios que afecten 

el principio de igualdad entre los concursantes, salvo que se demuestre una actuación claramente 

arbitraria o carente de razonabilidad por parte de la entidad encargada, que cause una afectación 

directa y grave a derechos fundamentales. Ahora, aunque la tutela no es el mecanismo idóneo para 

controvertir los mismos, la jurisprudencia ha establecido que, excepcionalmente resulta viable en tres 

eventos: (i) la inexistencia de un medio de control; (ii) la configuración de un perjuicio irremediable; y 

(iii) que la discusión desborde la competencia del juez administrativo. 

3.5 De la carencia actual de objeto  

La Corte ha explicado que la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho 

presuntamente violado o amenazado, lo cual justifica la necesidad de una decisión, positiva o negativa, 

por parte del juez. 

 

Pero, si luego de acudir a la autoridad judicial, la situación ha sido superada o resuelta de alguna 

forma, no tendría sentido un pronunciamiento, puesto que “la posible orden que impartiera el juez 

caería en el vacío.” Esta es la idea central que soporta el concepto de carencia actual de objeto.  

  

En otras palabras, el juez de tutela no ha sido concebido como un órgano consultivo que emite 

conceptos o decisiones inocuas una vez ha dejado de existir el objeto jurídico, sobre escenarios 

hipotéticos, consumados o ya superados. Ello no obsta para que, en casos particulares, la Corte 

Constitucional, como tribunal de cierre, aproveche un escenario ya resuelto para, más allá del caso 

concreto, avanzar en la comprensión de un derecho -como intérprete autorizado de la Constitución 

Política o para tomar medidas frente a protuberantes violaciones de los derechos fundamentales, así 

las mismas ya hubiesen cesado. 

  

Recientemente, mediante Sentencia SU-522 de 2019, la Sala Plena desarrolló el alcance del concepto 

de carencia actual de objeto y sus distintas manifestaciones: el hecho superado, el daño consumado y 

la situación sobreviniente. Frente a este último, en particular, explicó que: 

  

“El hecho sobreviniente ha sido reconocido tanto por la Sala Plena como por las distintas Salas 
de Revisión. Es una categoría que ha demostrado ser de gran utilidad para el concepto de 
carencia actual de objeto, pues por su amplitud cobija casos que no se enmarcan en los conceptos 
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tradicionales de daño consumado y hecho superado. El hecho sobreviniente remite a cualquier 
“otra circunstancia que determine que, igualmente, la orden del juez de tutela relativa a lo 
solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto y por lo tanto caiga en el vacío”. No 
se trata entonces de una categoría homogénea y completamente delimitada. A manera de 
ilustración, la jurisprudencia ha declarado un hecho sobreviniente cuando: (i) el actor mismo es 
quien asume la carga que no le correspondía para superar la situación vulneradora; (ii) un 
tercero –distinto al accionante y a la entidad demandada- ha logrado que la pretensión de la 
tutela se satisfaga en lo fundamental; (iii) es imposible proferir alguna orden por razones que no 
son atribuibles a la entidad demandada; o (iv) el actor simplemente pierde interés en el objeto 
original de la litis.” 

 
4. CASO CONCRETO: 

 
De los hechos narrados y probados en el proceso, corresponde a este Despacho determinar si: 

 

¿Procede el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y a la información, con 

relación con las respuestas emitidas por la UPTC, frente a las aclaraciones de los resultados, 

durante el trámite de la convocatoria?  

 

¿Es procedente declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en relación con la 

presunta vulneración del derecho de petición, ante la respuesta allegada por la UPTC, durante el 

trámite de esta acción de tutela? 

 

• De lo probado 

En estos términos y para despejar el problema jurídico, las pruebas allegadas permiten señalar en 

relación con el accionante, que:  

- El señor MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA, se postuló a la convocatoria 

denominada CONVOCATORIA “FORMACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA 

LA REGIÓN CENTRO ORIENTE, UNA ALIANZA ESTRATÉGICA EN EL DEPARTAMENTO DE 

BOYACÁ” EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA PARA LA ASIGNACIÓN DE CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS DEL BIENIO 2023-2024 

PARA LA FORMACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LAS REGIONES, 

presentando propuesta de investigación en el marco de un programa de doctorado 

(DOCTORADO EN QUÍMICA) ante la UPTC, como miembro de la Alianza Estratégica integrada 

por la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia – UPTC, la Corporación Colombiana 

de Investigación Agropecuaria – AGROSAVIA, el Centro Regional de Gestión para la 

Productividad y la Innovación de Boyacá – CREPIB, la Universidad Santo Tomás Seccional Tunja, 

a través del Centro de Investigación en Ciencia y Tecnología para el Desarrollo Sostenible – 

CITECDES, y la Gobernación de Boyacá, donde cumple las funciones de Secretaría Técnica del 

Comité Interinstitucional y encargada de realizar el proceso de convocatoria para seleccionar 

a los beneficiaros de las becas. 

 

- El ACUERDO No. 59 DEL 23/07/2025, del SGR, adoptó decisiones relacionadas con los 

proyectos de inversión financiados o cofinanciados con recursos de la Asignación para CTeI 

del SGR de la Asignación para la Ciencia, Tecnología e Innovación y se adoptan decisiones 

relacionadas con las convocatorias públicas, abiertas y competitivas de la Asignación para la 

Ciencia, Tecnología e Innovación, entre otros el proyecto de inversión fue viabilizado, 

priorizado y aprobado para la CONVOCATORIA No. 035 DE LA ASIGNACIÓN PARA LA CTEI 

DEL SGR DENOMINADA “CONVOCATORIA PARA LA ASIGNACIÓN PARA LA CIENCIA, 

TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS PARA LA 

FORMACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE ALTO NIVEL PARA LAS REGIONES”, concretamente 

se designó para Boyacá a la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA Y TECNOLÓGICA DE COLOMBIA 

como ejecutora del proyecto. 

 

-En el marco del reglamento general de la convocatoria, (documento termino de referencia) se 

establecieron las siguientes etapas: 
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Como criterios de evaluación generales se establecen:  

 
 

 
 

 

 
 

 
Sobre las aclaraciones se dijo: 
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- Los términos de referencia concretos de la Convocatoria en particular para Boyacá son los 

siguientes: 

 

 
 

... 
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- El accionante ante los resultados presentó, las siguientes solicitudes de aclaración en fecha 

20 de febrero de 2026, acorde al cronograma de la convocatoria: 

 

 
 

 
 

 
 

En respuesta a su aclaración la UPTC, el 25 de febrero de 2026, contestó lo siguiente: 
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Ese mismo día el accionante en respuesta, realiza una petición, la que fue objeto de la acción 

de tutela:  

 

 
 

 
 

- En el desarrollo de la convocatoria, se publicaron los siguientes resultados de evaluación de 

propuestas de fecha 26 de febrero de 2026, surtidas las solicitudes de aclaraciones y 

verificación allegadas: 

 



  

 

Acción de tutela 

Rad N° 1500133330142026-00042-00 

 

 

 25 

 

 
- En el trámite de la acción de tutela la UPTC, allegó respuesta a la petición del 25 de febrero 

de 2026, en los siguientes términos: 

 

“DP-26-177 
Tunja, 06 de marzo de 2026 
Estimado: MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA michael.castaneda@uptc.edu.co 
Asunto: Respuesta aclaración 
Señor Castañeda: 
 
En atención a su petición del día 25 de febrero de 2026, mediante la cual solicita: 1) Se brinde 
la justificación técnica cualitativa que sustente la asignación de puntaje en cada subcriterio del 
C2. 2) Se verifique la correcta interpretación de la alineación entre la propuesta, la línea 
temática del doctorado y el reto estratégico correspondiente. 3) Se evalúe la posibilidad de una 
revisión o segunda evaluación por un par experto en el área específica del proyecto, con el fin 
de garantizar una valoración acorde con el alcance técnico de la propuesta. El Comité 
Interinstitucional en su Octava sesión, realizada el día 5 de marzo de 2026, se permite dar 
respuesta en los siguientes términos: 
Se da a conocer de forma discriminada los resultados de su evaluación para el Criterio de 
pertinencia de la propuesta (C2). 
a) Alineación de la propuesta con los retos estratégicos (hasta 15 puntos) Aspecto: Justifica 
cómo el proyecto desde la línea temática seleccionada contribuye al abordaje del reto 
estratégico Puntaje obtenido: 2,5 puntos 
Observaciones: Describe bien la línea temática según las mismas establecidas en la 
convocatoria, no obstante, no es evidente la justificación de la forma como contribuye al 
abordaje del reto estratégico. Aspecto: Coherencia entre el problema–objetivos–reto estratégico. 
Puntaje obtenido: 4 puntos 
Observaciones: El problema y los objetivos no son coherente entre sí en su estructura, redacción 
y alcance. No obstante, no se logra evidenciar con claridad la relación con el reto estratégico en 
el acceso y uso del mismo. 
b) Pertinencia frente a las demandas territoriales (hasta 12 puntos) Aspecto: El problema y 
los objetivos de la propuesta contribuye a alguna de las demandas territoriales asociadas al 
reto estratégico seleccionado por el programa de doctorado (Ver Anexo1 Puntaje obtenido: 7 
puntos Observaciones: Contribuye parcialmente ya que se enfoca en resolver una problemática 
de la región buscando optimizar recursos de la misma, no obstante, de la forma como está 
planteado el problema y los objetivos no evidencia claridad, viabilidad o precisión del desarrollo 
de la propuesta. 
c) Alineación con los alcances temáticos (hasta 13 puntos) 
Aspectos: Los Productos de CTeI esperados son coherentes con el alcance temático. 
Puntaje obtenido: 6 puntos 
Observaciones: Se evidencian productos académicos CTeI viables, pero no la aplicación de los 
mismos en el contexto social como herramientas o alternativas de implementación en el 
aprovechamiento de recursos para región. De acuerdo con lo anterior, el puntaje total para el 
criterio (C2), pertinencia de la propuesta fue de 19,5 puntos. Para el Criterio de Pertinencia de 
la propuesta (C2), el comité interinstitucional conformó un grupo de evaluadores con estudios 
de doctorado y experiencia investigativa por reto Estratégico y área de conocimiento. Para el 
caso del Reto 3, en el que su propuesta se inscribió, el grupo estuvo conformado por Doctores 
en Ciencias y Doctores en Ciencias de los Materiales e Ingeniería con amplia experiencia 
investigativa en el área. 

mailto:michael.castaneda@uptc.edu.co
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Es importante precisar que los procesos de evaluación académica por pares expertos implican 
necesariamente un componente de juicio técnico especializado, propio de la valoración 
académica de propuestas de investigación. En este tipo de procesos, la motivación de la decisión 
se materializa en la aplicación de los criterios previamente establecidos y en la asignación del 
puntaje correspondiente dentro de cada subcriterio de evaluación, razón por la cual el resultado 
publicado refleja la valoración técnica realizada conforme a las reglas y los tiempos 
establecidos en la convocatoria. 
En consecuencia, su petición sobre evaluar la posibilidad de una revisión o segunda evaluación 
por un par experto excede el alcance de las solicitudes de aclaración previstas en los términos 
de referencia y no puede entenderse como un mecanismo para reabrir la etapa de evaluación, 
toda vez que hacerlo podría vulnerar el principio de igualdad frente a los demás participantes. 
La presente respuesta se emite en cumplimiento del artículo 23 de la Constitución Política y de 
la Ley 1755 de 2015, y constituye respuesta de fondo a su solicitud. 
Se precisa que la misma se profiere dentro del término legal de quince (15) días hábiles previsto 
para dar respuesta a los derechos de petición, sin que dicho término se hubiera agotado al 
momento de su emisión...” 
 

Continuando con el análisis del caso, es claro para el despacho que a quien le compete emitir repuesta 

a lo solicitado por el actor es a la UPTC en el marco de competencias asignadas para esta convocatoria. 

• Sobre el Derecho de petición:  

 

De acuerdo a lo probado en el proceso y teniendo en cuenta que se allegó respuesta al derecho de 

petición, en fecha 6 de marzo de 2026, en cuanto a los requisitos que debe reunir la respuesta de 

una petición respetuosa, la Corte Constitucional, ha señalado que “la respuesta al derecho de petición 

debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, 

precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario, so pena 

de incurrir en la violación de este derecho fundamental.”; es necesario analizar los requisitos a 

saber:  

 

• Si se resolvió de forma clara, precisa y de manera congruente: Se observa que conforme a la 

solicitud que origino la acción de tutela, referente a la del 25 de febrero de 2026, es importante 

realizar un cotejo de lo pedido y la respuesta que se allega del 6 de marzo de 2026, así: 

 

Solicitud-25 de febrero de 
2025 

Respuesta del 6 de marzo de 2026 

 
 

- Se le brinde la justificación técnica 
cualitativa que sustente la asignación 
de puntaje en cada subcriterio del 
C2. 

- Se verifique la correcta 
interpretación de la alineación entre 
la propuesta, la línea temática del 
doctorado y el reto estratégico 
correspondiente. 

- Se evalúe la posibilidad de una 
revisión o segunda evaluación por un 
par experto en el área específica del 
proyecto, con el fin de garantizar una 
valoración acorde con el alcance 
técnico de la propuesta. 

 

Se da a conocer de forma discriminada los resultados de su 
evaluación para el Criterio de pertinencia de la propuesta 
(C2). 
a) Alineación de la propuesta con los retos estratégicos 
(hasta 15 puntos) Aspecto: Justifica cómo el proyecto desde la 
línea temática seleccionada contribuye al abordaje del reto 
estratégico Puntaje obtenido: 2,5 puntos 
Observaciones: Describe bien la línea temática según las 
mismas establecidas en la convocatoria, no obstante, no es 
evidente la justificación de la forma como contribuye al 
abordaje del reto estratégico. Aspecto: Coherencia entre el 
problema–objetivos–reto estratégico. Puntaje obtenido: 4 
puntos 
Observaciones: El problema y los objetivos no son coherente 
entre sí en su estructura, redacción y alcance. No obstante, 
no se logra evidenciar con claridad la relación con el reto 
estratégico en el acceso y uso del mismo. 
b) Pertinencia frente a las demandas territoriales (hasta 
12 puntos) Aspecto: El problema y los objetivos de la 
propuesta contribuye a alguna de las demandas territoriales 
asociadas al reto estratégico seleccionado por el programa de 
doctorado (Ver Anexo1 Puntaje obtenido: 7 puntos 
Observaciones: Contribuye parcialmente ya que se enfoca en 
resolver una problemática de la región buscando optimizar 
recursos de la misma, no obstante, de la forma como está 
planteado el problema y los objetivos no evidencia claridad, 
viabilidad o precisión del desarrollo de la propuesta. 
c) Alineación con los alcances temáticos (hasta 13 puntos) 
Aspectos: Los Productos de CTeI esperados son coherentes 
con el alcance temático. 
Puntaje obtenido: 6 puntos 
Observaciones: Se evidencian productos académicos CTeI 
viables, pero no la aplicación de los mismos en el contexto 
social como herramientas o alternativas de implementación 
en el aprovechamiento de recursos para región. De acuerdo 
con lo anterior, el puntaje total para el criterio (C2), 
pertinencia de la propuesta fue de 19,5 puntos. Para el 
Criterio de Pertinencia de la propuesta (C2), el comité 
interinstitucional conformó un grupo de evaluadores con 
estudios de doctorado y experiencia investigativa por reto 
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Estratégico y área de conocimiento. Para el caso del Reto 3, 
en el que su propuesta se inscribió, el grupo estuvo 
conformado por Doctores en Ciencias y Doctores en Ciencias 
de los Materiales e Ingeniería con amplia experiencia 
investigativa en el área. 
Es importante precisar que los procesos de evaluación 
académica por pares expertos implican necesariamente un 
componente de juicio técnico especializado, propio de la 
valoración académica de propuestas de investigación. En este 
tipo de procesos, la motivación de la decisión se materializa 
en la aplicación de los criterios previamente establecidos y en 
la asignación del puntaje correspondiente dentro de cada 
subcriterio de evaluación, razón por la cual el resultado 
publicado refleja la valoración técnica realizada conforme a 
las reglas y los tiempos establecidos en la convocatoria. 
En consecuencia, su petición sobre evaluar la posibilidad 
de una revisión o segunda evaluación por un par experto 
excede el alcance de las solicitudes de aclaración previstas 
en los términos de referencia y no puede entenderse como 
un mecanismo para reabrir la etapa de evaluación, toda 
vez que hacerlo podría vulnerar el principio de igualdad 
frente a los demás participantes. 
 

 

En cuanto a los requisitos que debe contener una respuesta para que cumpla con las condiciones 

del derecho de petición, en el caso se observa que se respondió cada uno de los puntos 

solicitados, se realizó la justificación cualitativa y se pronunciaron sobre la interpretación de la 

propuesta y la línea temática, y finalmente le explicaron por qué no puede designarse una 

segunda evaluación, encontrando el despacho que se abordó una respuesta de fondo, clara y 

precisa y congruente con lo solicitado. Pese a que la respuesta no es favorable o no fue aceptada 

por el actor, no se puede pasar por alto que cumple con los requisitos de ser clara, de fondo, 

precisa, congruente a lo solicitado. 

 

• Si fue oportuna y si se puso en conocimiento del peticionario: Al respecto, precisa el Despacho 

que al tenor de la Ley 1755 de 30 de junio de 2015, se establece en su artículo 14 respecto de 

los “Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial 

y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días 

siguientes a su recepción. (…)” 

 

Al respecto el despacho comparte lo señalado por las accionadas en el sentido de indicar que en 

las reglas de la convocatoria se señalaron unas fechas para efectos de manifestar las aclaraciones 

sobre las evaluaciones, y para el efecto el término iba hasta el 20 de febrero de 2026, fecha en 

la que el actor presentó la primera petición de aclaración y la UPTC le responde el 25 de febrero 

de 2026. Esto es, también en el término dispuesto por el calendario de la convocatoria.  

 

Ahora esa segunda petición a la que se hace referencia en este análisis de fecha 25 de febrero 

de 2026, ya se encuentra por fuera del término señalado en la convocatoria, razón por la cual 

tiene el tratamiento del derecho de petición en general, luego el término con el que contaba la 

UPTC, era de quince (15) días hábiles para responder a partir de la radicación, en el caso la 

petición se presenta el 25 de febrero de 2026, luego el término máximo para haber dado 

contestación oportuna era hasta el 18 de marzo de 2026, lo cual sucedió el 6 de marzo de 2026, 

así las cosas este requisito esta cumplido. 

 

- Finalmente, si la repuesta se puso en conocimiento del peticionario, es evidente que la misma se 

notificó al correo del actor el 6 de marzo de 2026, luego este requisito también se cumple. 

 

De acuerdo con el recuento probatorio y la actuación procesal surtida de manera posterior a la 

admisión de la tutela, No se configura la carencia actual de objeto, como pasa a explicarse: 

 

• Carencia actual de objeto: 

 

Está acreditado que una vez se admite la acción, la UPTC, emite la respuesta del 6 de marzo de 2026. 

Ahora bien, la Corte Constitucional unificó su jurisprudencia en torno a estas categorías-carencia 

actual de objeto-, definiendo las especificidades de cada una de ellas, mismas que se identifican en el 

siguiente cuadro: 

 

CATEGORÍA DE LA CARENCIA 
ACTUAL DE OBJETO 

ESCENARIO DE CONFIGURACIÓN 

HECHO SUPERADO Se satisface lo pretendido en la tutela en atención a un actuar de la entidad 
demandada, antes de que el Juez haya podido decidir de fondo el asunto. 
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Para su configuración, el operador judicial debe verificar: 1.- Satisfacción 
completa de lo pretendido en la acción de tutela. 2.- La entidad accionada 
cesó el accionar constitutivo de la vulneración de manera voluntaria o motu 
proprio 

HECHO SOBREVINIENTE Ocurrencia de cualquier circunstancia —que no constituya hecho superado 
ni daño consumado— determinante para que la orden de amparo no surta 
efectos y, por consiguiente, resulte inane. 
Son escenarios constitutivos de hecho sobreviniente: 1.- El actor asumió 
cargas que no le corresponden para superar la vulneración. 2.- Un tercero 
—externo a las partes— logra que la pretensión de la tutela sea satisfecha. 
3.- Es imposible proferir alguna orden de amparo por razones que no son 
atribuibles a la demandada. 4.- El actor pierde interés en el objeto que, 
inicialmente, originó la litis. 
 

DAÑO CONSUMADO Se perfecciona o materializa la afectación o perjuicio que se pretendía evitar 
a través de la acción de tutela, por lo que, es imposible que el Juez 
constitucional pueda dictar alguna orden para restablecer las cosas a su 
estado anterior. 

 

Al examinar el caso sub judice, respecto a la configuración de la carencia actual de objeto por hecho 

superado, se advierte lo que sigue: 

 

HECHO SUPERADO 
 

Se satisface lo pretendido en la tutela en atención a 
un actuar de la entidad demandada, antes de que el 
Juez haya podido decidir de fondo el asunto. Para su 
configuración, el operador judicial debe verificar:  
1.- Satisfacción completa de lo pretendido en la 
acción de tutela.  
2.- La entidad accionada cesó el accionar constitutivo 
de la vulneración de manera voluntaria o motu 
proprio 

CASO CONCRETO 
 
Quedo probado que, en el caso en comento con la 
respuesta del 6 de marzo de 2026, que lo solicitado en 
el derecho de petición del 25 de febrero de 2026, 
cumplió con los requisitos de ser de fondo, clara, precisa 
y congruente a lo solicitado no obstante No satisface lo 
pretendido por el actor (según su manifestación).  
 
Para el despacho la respuesta está acorde a los 
lineamientos jurisprudenciales y se satisfizo la totalidad 
de las pretensiones de la acción constitucional antes que 
este despacho se pronunciara de fondo. Lo cierto es que, 
al no existir vulneración del derecho de petición, como 
se explicó en líneas atrás, No cesó ningún accionar 
constitutivo de vulneración, pues la entidad aún estaba 
en término para responder. Por lo anterior, No puede 
considerarse un hecho superado, cuando No existió 
vulneración al derecho de petición. 
   

  

Como ya se explicó, la carencia actual de objeto conlleva a que la acción de amparo pierda su razón 

de ser como mecanismo de protección judicial. Para el despacho con lo aportado, es decir, con la 

respuesta del 6 de marzo de 2026, No se configura la carencia actual de objeto por hecho superado, 

por cuanto no ha existido vulneración al derecho reclamado, en el entendido que la fecha de 

vencimiento de la petición es el 18 de marzo de 2026 y la respuesta con las características 

relacionadas en precedencia, suple lo pretendido aun antes de concretarse dicho término y es expedida 

con anterioridad. 

 

 

• Del debido proceso y acceso a la información: 

 

En este aspecto es relevante, señalar que la parte actora pretende a través de esta acción de tutela lo 

siguiente: 

 

- Se ordene a la entidad accionada suministrar copia íntegra de los documentos relacionados 

con la evaluación de la propuesta del accionante, incluyendo, entre otros, las rúbricas de 

evaluación, actas, informes técnicos y justificaciones del puntaje asignado en cada criterio.  

- Se ordene la re-evaluación integral de la propuesta presentada por el accionante, garantizando 

que dicha evaluación sea realizada por evaluadores independientes, idóneos y ajenos al 

entorno institucional que intervino en la evaluación inicial, con el fin de evitar posibles 

conflictos de interés. 

- De manera subsidiaria, que se ordene a la entidad accionada revisar el proceso de selección 

en lo relacionado con la conformación del banco de elegibles y la asignación final de 

beneficiarios, garantizando la aplicación objetiva y transparente de los criterios establecidos 

en los términos de referencia. 

- Se exhorte a la entidad accionada para que, en futuras convocatorias, incorpore de manera 

expresa y ponderada la experiencia investigativa como criterio de evaluación, que se requiera 

al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Minciencias), en su calidad de entidad 

rectora del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, supervisora del programa y 

financiadora a través del Sistema General de Regalías, para que informe y justifique las 
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razones por las cuales se aprobó que dicho criterio no fue incluido en la convocatoria objeto 

de la presente acción. 

- También solicito en el trámite de esta tutela, que se vincule al MINTIC. 

 

Con las solicitudes anteriores, pese a que el actor conoció las reglas desde el inicio, pretende ahora 

que en sede de tutela se inicie un estudio que abarque la legalidad, justificación o no de las reglas del 

concurso o de la convocatoria, incluso pretende que se realicen o regulen nuevas etapas relacionadas 

con una segunda calificación y además la vinculación de otro Ministerio que no participó en la 

viabilidad de la convocatoria, y ello no es propio de la acción de tutela sino de un estudio a través del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en tanto está en desacuerdo con las 

resultas del proceso, siendo un acto administrativo demandable ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, así que es una discusión que tiene una vía judicial adecuada y pertinente al caso que 

planeta el señor MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA, de conformidad con el núm. 1 del art 6 

decreto 2591/91, luego para este derecho no se superó el requisito de subsidiariedad en la acción de 

tutela. 

 

Finalmente, el despacho observa que en el derecho de petición a que se hace referencia en el trámite 

constitucional, no se solicitó “..copia íntegra de los documentos relacionados con la evaluación de la 

propuesta del accionante, incluyendo, entre otros, las rúbricas de evaluación, actas, informes técnicos y 

justificaciones del puntaje asignado en cada criterio información..”, no obstante, en las pretensiones 

de la tutela se pide que se emita esa orden, aunado, la entidad no se pronunció sobre esta petición en 

la contestación de la tutela, entonces como se trata de copias de los soportes de la evaluación del 

interesado, no tiene carácter de información reservada, luego la entidad deberá en los términos legales 

dispuestos por la ley 1755 de 2015 art 14 num 1, entregar dichas copias, así: “.. 1. Las peticiones de 

documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su 

recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos 

legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá 

negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán 

dentro de los tres (3) días siguientes.”, luego, en el caso se entiende que como la petición de copias se 

realizó con la tutela, la UPTC cuenta con 10 días parta dar respuesta, los cuales vencerían el 19 de 

marzo de 2026, por lo que el despacho instará a la UPTC para que cumpla dichos términos legales y 

emita respuesta al actor sobre las copias solicitadas. 

 

En cuanto a la Falta de legitimación en la causa de las accionadas MINCIENCIAS, y DEPARTAMENTO 

DE BOYACA, está llamada a prosperar por cuanto al ser la UPTC el órgano ejecutor de la convocatoria, 

y en calidad de secretaria técnica, debe responder los solicitado por el actor. 

 

En consecuencia, de lo anterior, el despacho No accederá al amparo de los derechos fundamentales 

invocados por cuanto no se vulneró el derecho de petición presentado el 25 de febrero de 2026, ya 

que se emitió la respuesta con las condiciones señaladas por la jurisprudencia. Tampoco se vulneró 

el derecho al debido proceso, pues no se satisface el requisito de subsidiariedad, lo que hace 

improcedente la tutela para controvertir las reglas de la convocatoria, Finalmente, en cuanto al derecho 

de acceso a la información, no se vulneró porque la petición de copias de documentos no se realizó 

antes de instaurar la tutela, sino tan solo con las pretensiones de esta acción, por tanto, a la fecha no 

se ha vencido el termino para contestar, no obstante, se instará a la UPTC emitir respuesta en los 

términos de ley.  

 

VII. D E C I S I O N: 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral del Circuito Judicial de Tunja, 

administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 

 

F A L L A: 

 

PRIMERO.-  NEGAR el amparo a los derechos fundamentales de petición, debido proceso y 

acceso a la información, invocado por el señor MICHAEL STEVEN CASTAÑEDA MENDOZA, de acuerdo 

con lo expuesto. 

 

SEGUNDO.- INSTAR a la UPTC, para que en los términos legales de la ley 1755 de 2015, 

emita repuesta a la solicitud de copias presentada por el actor con el escrito de esta tutela. 
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TERCERO.- DECLARAR la falta de legitimación en la causa por pasiva del MINCIENCIAS y 

EL DEPARTAMENTO DE BOYACA, de acuerdo con la parte motiva de esta providencia.  

 

CUARTO.- Notificar la presente decisión por el medio más expedito. 

 

QUINTO.- Esta decisión puede ser impugnada por vía de apelación que de interponerse legítima 

y oportunamente se surtirá ante el Honorable Tribunal Administrativo de Boyacá.    

 

SEXTO.- En el evento de no ser objeto de impugnación esta decisión, REMÍTASE ante la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, dejándose las correspondientes 

constancias.  

 

NOTIFÍQUESE por el medio más expedito,    
 
 
 

YOLIMA ANDREA LOPEZ DAZA 
Juez Catorce Administrativo Oral del Circuito de Tunja 

Providencia firmada electrónicamente por el aplicativo SAMAI 
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